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RESUMEN EJECUTIVO: 

VULNERACIÓN DEL DERECHO A LA ESTABILIDAD LABORAL EN LA 

TERMINACIÓN DE CONTRATOS OCASIONALES SUSCRITOS POR 

MUJERES EMBARAZADAS 

 

AUTORES: DAYANNA NICOLE LUDEÑA GÓMEZ 

SOLANGE ELIZABETH MANCHENO ROMERO 

 

TUTOR:  JUAN DE JESÚS CANDO PACHECO 

 

El presente estudio de caso, tiene como propósito analizar la realidad de las prestaciones 

de servicios ocasionales para las mujeres gestantes en las instituciones públicas y la forma 

cómo esta realidad se contrapone con el derecho a la estabilidad laboral, reconocido en la 

Constitución de la República del Ecuador y de manera particular a la protección de este 

grupo de atención prioritaria. A pesar de que en la actualidad existe una normativa jurídica 

denominada “Ley Orgánica de Servicio Público” conocida también como LOSEP, que 

establece limitaciones a este tipo de contrato, determinando un porcentaje límite el cual 

no deberá sobrepasar del veinte por ciento de contratación ocasional del total del personal 

de la entidad por parte de las instituciones públicas. Por el presente estudio se evidencian 

vulneraciones  a derechos laborales, principalmente en uno de los grupos de atención 

prioritaria como son las mujeres embarazadas o en estado de lactancia;  derechos que por 

mandato constitucional y legal deben ser garantizados por el Estado, incluso 

inobservancias en la aplicación del segundo inciso del artículo 58 de la LOSEP, que 

establece que la Entidad Pública deberá obtener la autorización del Ministerio del 

Trabajo, en el evento de requerirse porcentajes mayores a los previstos en la normativa 

laboral vigente, finalmente se inobserva la normativa referida al tránsito del sistema de 

contratación ocasional al sistema de designación con nombramiento mediante concurso 

de mérito y oposición, al disfrazarse el enrolamiento laboral con contrato ocasional por 

periodo sucesivos no contemplados en la normativa vigente. Para evitar las 

inobservancias antes referidas se hace necesario aprobar una normativa que fije las 

consecuencias jurídicas que ocasionaría la celebración sucesiva de contratos ocasionales 

en el sector público. Al realizar el trabajo se cumplió el objetivo general de analizar la 

vigencia de los derechos constitucionales a la estabilidad laboral de la mujer embarazada 

con contratos ocasionales desde la perspectiva de la jurisprudencia constitucional 
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ecuatoriana. Se desarrolló esta problemática, en donde se analizó desde el punto de vista 

jurídico, las supuestas violaciones de los derechos constitucionales relacionados a la 

permanencia y estabilidad laboral en el sector público, atentando a los derechos y 

garantías que expresan los Tratados Internacionales y nuestra Constitución de la 

República del Ecuador, vinculados a la reforma al artículo 58 de la Ley Orgánica de 

Servicio Público a fin de que exista una coherencia en la protección para este grupo de 

atención prioritaria ante la realidad que se viene evidenciando en el país. Evidenciándose 

la necesidad de fortalecer las normativas correspondientes, puesto que en lo que consta 

en nuestra legislación no ha sido suficiente para que estos derechos sean reconocidos y 

respetados como tal a los trabajadores y en particular a las mujeres embarazadas o en 

periodo de lactancia que según nuestra Carta Magna y demás normas conexas están 

revestidas de una atención y protección priorizada, cuyo deber de protección le 

corresponde al estado acorde a lo previsto en el artículo 3 de la Constitución de la 

República del Ecuador y a los jueces y demás funcionarios públicos aplicar los derechos 

en forma directa. 

 

 

PALABRAS CLAVES: Derechos, contratos ocasionales, embarazo, lactancia, 

vulneración. 
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ABSTRACT 

The purpose of this case study is to analyze the reality of the provision of occasional 

services for pregnant women in public institutions and the way in which this reality 

contrasts with the right to job security, recognized in the Constitution of the Ecuadorian 

Republic and in a particular way to the protection of this priority attention group. Despite 

the fact that currently there is a legal regulation called "Organic Law of Public Service" 

also known as LOSEP, which establishes limitations to this type of contract, determining 

a limit percentage which should not exceed twenty percent of occasional contracting of 

the total staff of the entity by public institutions.  

This study reveals violations of labor rights, mainly in one of the priority attentions groups 

such as pregnant or breastfeeding women; rights that constitutional and legal mandate 

must be guaranteed by the State, including non-observance in the application of the 

second paragraph of article 58. of the LOSEP, which establishes that the Public Entity 

must obtain authorization from the Ministry of Labor, in the event that percentages are 

required higher than those provided for in current labor regulations furthermore, the 

regulations referring to the transition from the occasional hiring system to the designation 

system with appointment by means of a merit and opposition contest are not observed, by 

disguising labor enlistment with an occasional contract for successive periods not 

contemplated in current regulations. In order to avoid the aforementioned non-

observances, it is necessary to approve a regulation that sets the legal consequences that 

the successive celebration of occasional contracts in the public sector would cause.  

In addition, when carrying out the work, the general objective of analyzing the validity 

of the constitutional rights to employment stability of pregnant women with occasional 

contracts was fulfilled from the perspective of Ecuadorian constitutional jurisprudence. 

This problem was developed, where the alleged violations of constitutional rights related 

to permanence and job stability in the public sector were analyzed from a legal point of 

view, undermining the rights and guarantees expressed in International Treaties and our 

Constitution of the Ecuadorian Republic, linked to the reform of article 58. of the Organic 

Law of Public Service so that there is coherence in the protection for this group of priority 

attention given the reality that has been evident in the country. Evidence of the need to 

strengthen the corresponding regulations, since what is stated in our legislation has not 

been enough for these rights to be recognized and respected as such for workers and in 
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particular for pregnant or lactating women who, according to our Magna Carta and other 

related norms are covered with priority attention and protection, whose duty of protection 

corresponds to the state in accordance with the provisions of Article 3. of the Constitution 

of the Republic of Ecuador and to the judges and other public officials to apply the rights 

directly. 

 

KEY WORDS: Rigths, occasional contracts, pregnancy, lactation, violation 
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INTRODUCCIÓN 

 

En el presente estudio de caso, se tratará sobre la vulneración del derecho a la estabilidad 

laboral en la terminación de contratos ocasionales suscritos por mujeres embarazadas, 

teniendo como objetivo primordial analizar la vigencia del derecho constitucional a la 

estabilidad laboral de la mujer embarazada con contratos ocasionales desde la perspectiva 

de la jurisprudencia constitucional ecuatoriana. 

 

 

También se analizarán los derechos constitucionales que fueron subsanados por la Corte 

Constitucional en la Sentencia Nro.309-16- SEP-CC por terminación de contrato 

ocasional a mujer embarazada, para conocer porque en este caso los jueces 

constitucionales competentes declararon procedente la acción de protección y su 

apelación de igual manera. Además, se realizará una valoración crítica de la procedencia 

de la acción de protección conforme a la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y 

Control Constitucional vigente en el Ecuador, para conocer los requisitos que se necesitan 

para que se acepte cualquier acción de protección, ya sea que su búsqueda sea resarcir 

derechos o culminar con la violación de derechos constitucionales. 

 

 

Se fundamentará la importancia de la Reforma del último inciso del artículo 58 de la Ley 

Orgánica de Servicio Público, en el que se incorpora a las mujeres embarazadas o en 

periodo de lactancia, cuando suscriben un contrato ocasional con una entidad pública, 

para darles la debida protección que requieren como grupo de atención prioritaria según 

se encuentra consagrado en el artículo 35 de la Constitución de la República del Ecuador. 

Y, por último, se dará a conocer el proceso metodológico que se utilizó para el desarrollo 

del presente trabajo de titulación y los resultados de la investigación a través de las cinco 

entrevistas realizadas a profesionales de derecho de la Ciudad de Machala, Provincia de 

El Oro, siendo capaces de contribuir y ampliar con conocimientos necesarios para que el 

análisis crítico sea fundamentando. 
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1. CAPÍTULO I. GENERALIDADES DEL OBJETO DE ESTUDIO 

 

El presente trabajo de investigación tiene como objeto un análisis crítico de la supuesta 

vulneración del derecho a la estabilidad laboral en la terminación de contratos ocasionales 

suscritos por mujeres embarazadas en las instituciones públicas en el Ecuador. Según la 

doctrina, es necesario un precepto garantista con relación a la mujer embarazada en el 

mundo laboral, para ello se deberá garantizar no solo su entrada al sector laboral, sino 

además una continuidad irrevocable por su situación física. (Gómez, Rivera, Carmona, & 

Cogollo, 2018) 

 

 

La evolución y los enunciados de los derechos humanos en el ámbito laboral, sus 

antecedentes empiezan por la Carta de Derechos de 1689 hasta las convenciones más 

reconocidas por la ONU, de esta manera, existe un vínculo indivisible entre el derecho al 

trabajo y los derechos humanos, permitiendo a las mujeres embarazadas desarrollar un 

trabajo a través de una remuneración recíproca. (Monroy & Sánchez, 2017) 

    

 

Los contratos ocasionales, es una de las muchas formas para la contratación laboral en el 

Ecuador, por su naturaleza, este tipo de contrato no representa ninguna estabilidad, ni 

tampoco representa la suscripción de un nuevo contrato, ni peor aún la emisión de un 

nombramiento permanente en el sector público, infiriendo que este contrato podrá darse 

por terminado en cualquier momento, sin existir una futura obligación.  

 

 

1.1 DEFINICIÓN Y CONTEXTUALIZACIÓN DEL OBJETO 

 

El presente trabajo de titulación tiene como objeto de estudio, la estabilidad laboral de las 

mujeres embarazadas en las instituciones públicas y su incidencia en los derechos 

reconocidos a la mujer embarazada en el ordenamiento jurídico ecuatoriano. 

  

 

Se ha realizado un estudio crítico de la protección a la estabilidad laboral que lo contempla 

la Constitución de la República del Ecuador a favor de las mujeres embarazadas, 
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analizando la forma en la que los jueces de garantías jurisdiccionales aplican la normativa 

con relación a los derechos y garantías de este grupo de atención prioritaria. Nace un 

estudio sobre la importancia y consecuencia de los contratos ocasionales suscritos por las 

mujeres embarazadas, en razón de que ningún contrato ocasional acarrea obligaciones 

entre las partes contratantes, a excepción de que la parte contratada, pertenezca a este 

grupo. 

 

 

El caso corresponde a una trasgresión notoria de derechos que tuvo lugar con  la 

experiencia de la señora Evelyn Tamara Naranjo, cuando luego de 3 años consecutivos 

de haberle brindado sus servicios al Banco del Estado, desde el año 2007 hasta el 2010, 

mediante contratos ocasionales, no se le renovó el contrato por novena ocasión, 

declarándose la terminación unilateral del contrato ocasional por parte de la institución 

empleadora de fecha 1 de Enero del 2010, encontrándose la trabajadora  a la fecha de la 

terminación laboral con 7 meses de embarazo. 

  

 

Bajo estas circunstancias, la señora Evelyn Tamara Naranjo, inicia la Acción de 

Protección número 0028-2011 que recae ante el Juez Cuarto de lo Civil de Manabí, el 

mismo que reconoce y suspende la vulneración de los derechos de la accionante, 

resolviendo lo siguiente: 

 

 

Este juzgador admite la Acción de Protección instaurada por la recurrente 

Evelyn Tamara Naranjo Tacuri, y se dispone que el señor Economista 

Diego Esteban Aulestia Valencia en su calidad de Gerente General y 

representante legal del Banco del Estado o quien ostente dicho cargo 

reintegre en forma inmediata a su puesto de trabajo a la señora Ingeniera. 

Evelyn Tamara Naranjo Tacuri, servidor Público 5 en la Coordinación 

Administrativa Financiera de la Sucursal Regional Manabí del Banco del 

Estado con sede en esa ciudad y cantón Portoviejo. (0028-2011, 2011) 
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La apelación de aquella resolución recae en la Segunda Sala de lo Penal de la Corte 

Provincial de Justicia de Manabí, la cual resuelve a favor del Banco del Estado, 

manifestando lo siguiente: 

 

 

La no renovación de un contrato de servicios ocasionales no vulnera 

derechos constitucionales, para cuya protección el legislador constituyente 

y ordinario ha diseñado la garantía jurisdiccional de la Acción de 

Protección; (…), con lo cual se evidencia que la accionante pretende por 

esta vía jurisdiccional la declaración dé un derecho y no su protección. Con 

estos elementos no se reúnen los requisitos de procedibilidad de la Acción 

de Protección, que son la existencia de un acto u omisión de autoridad 

pública no judicial y la vulneración de un derecho constitucional, 

contemplados en el artículo 88 de la Constitución de la República y 

artículo 40 de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control 

Constitucional. Por las razones expuestas en la especie y por 

fundamentación que antecede la Segunda Sala de lo Penal de la Corte 

Provincial de justicia de Manabí, en uso de sus atribuciones 

constitucionales acepta los recursos de apelación interpuestos y REVOCA 

la sentencia venida en grado, consiguientemente, se INADMITE por 

improcedente la ACCION DE PROTECCION POR TERMINACION 

CONTRATO DE SERVICIOS. (0552-2011, 2011).  

 

 

La señora Evelin Naranjo Tacuri, considera que sus derechos constitucionales han sido 

vulnerados en la resolución de la Segunda Sala de lo Penal de la Corte Provincial de 

Justicia de Manabí, en tal consideración presenta una Acción Extraordinaria de 

Protección ante la Corte Constitucional, fundamentando su demanda por la vulneración 

de los siguientes derechos: la prohibición de discriminación contra mujeres embarazadas 

art.43, numeral 1; a las garantías de los derechos de las mujeres trabajadoras art.331, 

atención prioritaria en su calidad de mujer embarazada art.35, a la vida digna art.66, 

numeral 2 a la igualdad art.66 numeral 4, de la Constitución de la República del Ecuador. 
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Luego de sustanciada la Acción, la Corte Constitucional del Ecuador resuelve lo 

siguiente: 

  

 

Declarar la vulneración a los derechos a la igualdad y no discriminación 

en contra de las mujeres en el contexto laboral, al debido proceso en la 

garantía de la motivación y a la seguridad jurídica previstos en los artículos 

66, numeral 4, 332, 76 numeral 7 literal L y art. 82 de la Constitución de 

la República del Ecuador, respectivamente. Aceptar la acción 

extraordinaria de protección propuesta. Como medidas de reparación 

integral se dispone: Dejar sin efecto la sentencia de 30 de agosto de 2011 

y del auto del 9 de septiembre de 2011, emitidos por la Segunda Sala de lo 

Penal y Tránsito de la Corte Provincial de Justicia de Manabí. Dejar sin 

efecto la sentencia de 2 de mayo de 2011, emitida por el Juzgado Primero 

de lo Civil de Manabí. Como medida de satisfacción, ordenar que el Banco 

de Desarrollo del Ecuador B. P., a través de su representante legal, efectúe 

la publicación de la presente sentencia en su portal web, ordenar que el 

Banco de Desarrollo del Ecuador, B. P., a través de su representante legal, 

ofrezca disculpas públicas a la víctima y su familia. Como medida de 

reparación económica, disponer el pago de los haberes dejados de percibir 

desde el momento en que se produjo la vulneración de derechos 

constitucionales; esto es, desde el 1 de enero de 2011 hasta el momento en 

que terminó su estado de gravidez y su período de lactancia, conforme a la 

normativa. Con el objeto de tutelar los derechos de este grupo de atención 

prioritaria, la Corte Constitucional emite esta sentencia aditiva, 

disponiendo que se incorpore a las mujeres embarazadas y en período de 

lactancia dentro de las salvedades dispuestas en el último inciso del 

artículo 58 de la Ley Orgánica de Servicio Público. (309-16-SEP-CC, 

2016) 
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1.2 HECHOS DE INTERÉS 

 

 La señora Evelyn Naranjo presentó una acción de protección por la vulneración 

de sus derechos constitucionales laborales, ocasionados por la decisión de no 

continuar con su relación laboral, asumida por el Banco del Estado, hoy 

denominado como Banco de Desarrollo del Ecuador B.P, argumentando una 

relación laboral ocasional. 

 

 Nos llamó la atención lo decidido en la sentencia del 30 de agosto del año 2011, 

que fue emitida por la Segunda Sala de segunda instancia de lo Penal y Tránsito 

de la Corte Provincial de Justicia de Manabí, en la causa N. 0552-2011, en la que 

se consideró inadmitir la Acción de Protección iniciada por la Señora Evelyn 

Naranjo en contra del Banco del Estado, porque se consideró que no se habían 

vulnerado sus derechos, debido a que tenía un contrato laboral ocasional y que 

conforme a lo estipula el artículo 58 de la Ley Orgánica de  Servicio Público, 

inciso 6, que indica que este tipo de contrato, no representa ningún tipo de 

estabilidad laboral, ni la emisión de un nombramiento definitivo, por lo que se 

puede dar por culminado en cualquier momento. 

 

 La accionante para proteger sus derechos, tuvo que activar una nueva acción de 

garantías jurisdiccionales de derechos, el día 07 de octubre del 2011, en contra de 

la sentencia del 30 de agosto del 2011 emitida en segunda instancia por la segunda 

sala de lo penal en la causa n. 0552-2011. 

 

 En la nueva Acción planteada se fijaron como derechos vulnerados los que 

constan establecidos en la demanda de Acción Extraordinaria de protección y que 

son: el derecho a la seguridad jurídica art.82, a la prohibición de discriminación 

contra mujeres embarazadas art.43, numeral 1; a las garantías de los derechos de 

las mujeres trabajadoras art.331, atención prioritaria en su calidad de mujer 

embarazada art.35, a la vida digna art.66, numeral 2 a la igualdad art.66 numeral 

4, de la Constitución de la República del Ecuador. 
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 La estabilidad laboral es un principio constitucional reconocido en el artículo 332 

de la Constitución de la República del Ecuador, pues el Estado garantiza el respeto 

de los derechos reproductivos de las mujeres trabajadoras, sin existir limitaciones 

por embarazo o por el número de hijos que tenga. 

 

 También es de nuestro interés, el tiempo en que resolvió la Corte Constitucional, 

esto es, desde que conoció la causa, 2011 hasta el año 2016 que resolvió a favor 

de los derechos de la accionante, ya que la acción de protección tiene como objeto 

ser rápido y eficaz, sin embargo, a pesar de que esta fue la garantía constitucional 

empleada en primer momento, existió una demora injustificable por más de 5 

años, para que los derechos de la accionante sean declarados y reciba su reciba su 

respectiva reparación integral. 

 

 Y finalmente, la Corte Constitucional expidió una sentencia de constitucionalidad 

condicionada aditiva que tutela los derechos del grupo de atención prioritaria 

incorporando dentro de un inciso del art.58 de la Ley Orgánica de Servicio 

Público, a las mujeres embarazadas y en periodo de lactancia, quedando de la 

siguiente manera: “en el caso de las mujeres embarazadas la vigencia del contrato 

ocasional durará hasta que concluya su periodo de lactancia, de acuerdo con la 

ley” 

 

 

1.3 OBJETIVOS DE LA INVESTIGACIÓN 

 

1.3.1 OBJETIVO GENERAL 

Analizar la vigencia del derecho constitucional a la estabilidad laboral de la mujer 

embarazada con contratos ocasionales, en instituciones públicas, desde la perspectiva de 

la jurisprudencia constitucional ecuatoriana. 

 

1.3.2 OBJETIVOS ESPECÍFICOS 

 Describir los derechos y las garantías de protección que poseen las mujeres 

embarazadas ecuatorianas, según el ordenamiento jurídico ecuatoriano. 
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 Valorar críticamente la aplicación de la Acción de Protección al caso en cuestión, 

conforme a la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control 

Constitucional vigente en el Ecuador. 

 

 Analizar la subsanación de los derechos constitucionales efectuados por la Corte 

Constitucional en la Sentencia Nro. 309-16-SEP-CC dentro de la Acción 

Extraordinaria de Protección presentada en el caso. 

 

 Valorar en la sentencia nro. 309-16- SEP-CC de la Corte Constitucional, la 

adicción normativa al último inciso del artículo 58 de la Ley Orgánica de Servicio 

Público en el que se incorpora a las mujeres embarazadas o en periodo de lactancia 

cuando suscriban un contrato ocasional con una entidad pública. 

 

 

2. CAPÍTULO II: FUNDAMENTACIÓN TEÓRICO- EPISTEMOLÓGICA DEL 

ESTUDIO 

 

En este capítulo, se analizan las relaciones de las variables, a través de argumentaciones 

y razonamientos sobre la búsqueda de información, para que se logre responder las 

preguntas o hipótesis realizadas en la investigación, es por eso, que se debe realizar 

específicamente lo que se involucre en este marco referencial, debido a que forman los 

cimientos de manera teórica, metodológica y técnica de acuerdo a la investigación. 

 

 

En consideración a lo expuesto, se han abordado los derechos y garantías de protección 

reconocidos en el ordenamiento jurídico ecuatoriano a favor de las mujeres 

embarazadas, en el sector público vinculadas al derecho laboral de servidores públicos; 

formas de vinculación laboral en el sector público; garantías jurisdiccionales de los 

derechos para tutelar la vigencia del derecho a la estabilidad laboral de las mujeres 

embarazadas, en instituciones públicas; la subsanación de derechos por la corte 

constitucional; y finalmente los tipos de sentencia que emite la corte constitucional. 
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2.1 DESCRIPCIÓN DEL ENFOQUE EPISTEMOLÓGICO DE REFERENCIA  

 

Por medio del presente enfoque epistemológico, se va abordar sobre la situación jurídica 

de mujeres en estado de gestación o de lactancia que forman parte del grupo de atención 

prioritaria según la Constitución de la República del Ecuador, por lo tanto, el goce de sus 

derechos es un deber primordial del Estado y no pueden ser transgredidos en ninguna 

circunstancia, debido a que no sólo se trata de la protección a la mujer en estado de 

gestación, sino también, en la protección al menor que está por nacer debido a que según 

nuestras normativas jurídicas se lo protege desde su concepción, de esa forma se estaría 

velando así por el respeto del  principio de  interés superior del  niño que busca precautelar 

sus derechos y el de su progenitora.  

 

 

La protección de la trabajadora embarazada tiene connotaciones jurídicas. Así se 

ha manifestado en legislación y jurisprudencia en América Latina, a través de las 

decisiones judiciales que dirimen los conflictos que pueden ocurrir entre los 

sujetos del derecho del trabajo. (Taveras & Mañon, 2017, pág. 235) 

  

 

En la Constitución de la República 2008, se han consolidado con mayor determinación, 

la protección de sus derechos laborales, cuyo ajuste normativo se evidencia en la 

normativa secundaria denominada la Ley Orgánica de Servicio Público en donde se 

tipifica cada uno de sus derechos y responsabilidades de forma específica para garantizar 

y dar cumplimiento al deber del Estado en cuanto a la igualdad que debe existir en la 

relación laboral entre el empleador y el trabajador u obrero. 

  

 

Para conceptualizar el caso en estudio, se hace necesario señalar las funciones que 

cumplen los servidores públicos, en especial, aquellas actividades laborales en las 

instituciones que son parte del Estado, comprendidas dentro de aquellas, las previstas 

acorde a lo establecido en el artículo 225 de la Constitución de la República del Ecuador 

y la Ley Orgánica de Servicio Público que establece dentro de su normativa los requisitos 

que deben de cumplirse para otorgarles el nombramiento de servidor público. 
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Dentro de la contratación laboral del sector público, existe un tipo de contrato, 

denominado ocasional, por el cual el personal ocasional no deberá sobrepasar del 20% de 

los contratos suscritos dentro la institución pública, pero a pesar de que no otorga 

estabilidad para el trabajador ocasional, si genera el cumplimiento de cada uno de sus 

derechos como trabajadores. 

  

 

Para exigir la materialización de sus derechos laborales, como primera acción, en el caso 

en estudio se interpuso una Acción de Protección, Garantía Jurisdiccional que tiene como 

objetivo amparar de manera directa y eficaz los derechos que se encuentran consagrados 

en la Constitución y en los Tratados Internacionales de Derechos Humanos que mejor 

favorezcan a la dignidad humana. Sin embargo, para que sea efectiva dicha Acción, se 

debe cumplir con los requisitos que se encuentran tipificados en la Ley Orgánica de 

Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional, en el artículo 40. Requisitos que, de 

acuerdo a la resolución emitida por la Segunda Sala en segunda instancia de lo penal, no 

reconoció y lo llevó a desestimar la causa. La accionante, en precautela de sus derechos 

planteó como último recurso la Acción Extraordinaria de Protección. Es por ello que la 

Corte Constitucional, como máximo Órgano de Justicia Constitucional, al resolver la 

acción planteada debe considerar si se vulneraron o no, los derechos constitucionales de 

la accionante en sentencia que fue emitida por los administradores de justicia de primer 

y segundo nivel. 

 

 

2.2 BASES TEÓRICAS DE LA INVESTIGACIÓN 

 

2.2.1 DERECHOS Y GARANTÍAS DE PROTECCIÓN RECONOCIDOS EN EL 

ORDENAMIENTO JURÍDICO ECUATORIANO A FAVOR DE LAS MUJERES 

EMBARAZADAS, EN EL SECTOR PÚBLICO 

 

En la actualidad, en diversas fuentes se admite que ha existido la participación de las 

mujeres en el mundo laboral, de manera especial en países avanzados, sin embargo, aún 

persiste la desigualdad salarial, derechos y condiciones laborales incumplidos, 

especialmente en países subdesarrollados. (Scocco, 2018) 
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El Estado como guardián del cumplimiento de las normativas, debe garantizar que en los 

sectores públicos no haya vulneraciones de los derechos laborales de sus servidores,  más 

aún si se trata de mujeres embarazadas o en periodo de lactancia, debido a que conforman 

parte del grupo de atención prioritaria, tal como lo tipifica el artículo 35 y 43 de la 

Constitución de la República, donde se las enmarca en este grupo de vulnerabilidad y se 

reconoce que no podrán ser discriminadas por su estado de gestación en el ámbito laboral.  

 

 

En correspondencia con lo indicado anteriormente en el artículo 332 en el cual se 

garantiza el acceso y su estabilidad laboral, sin ningún tipo de limitación por su condición, 

en su lugar de trabajo. Respetando sus derechos de maternidad y lactancia. Tipificando 

también en su segundo inciso la prohibición de su despido asociado a su estado de 

gestación.   

 

 

Al respecto, en la doctrina encontramos que:   

 

 

En la regulación del derecho laboral, existe ajenidad y subordinación, y como hay 

mujeres de por medio, existe la subordinación por parte de sus empleadores, ya 

sean en empresas estatales o no, donde no existen los beneficios que deberían 

percibir. (Silva & Pérez, 2019, pág. 9) 

 

 

Es necesario resaltar que entre los derechos que gozan las mujeres embarazadas, 

reconocidos en la norma infra constitucional a la Constitución de la República, (en 

adelante CRE-2008). como es el CÓDIGO DEL TRABAJO, se encuentra que no deberán 

realizar trabajos que pongan en peligro su embarazo, debiendo descansar seis semanas, 

antes y después del parto, sin perjudicar su remuneración, ni sus derechos.  
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Durante el periodo de lactancia podrán gozar de dos descansos que serán de media hora 

cada uno, para darle de lactar al bebé, y de disfrutar de todos los beneficios de seguridad 

social. De igual manera “el empleador debe crear y mantener condiciones de trabajo para 

la mujer, considerando su participación en el trabajo y su función social como madre”. 

(Silva & Pérez, 2019, pág. 8) 

 

 

A pesar de la brecha entre hombres y mujeres en el mundo laboral para el género 

femenino se han hecho nuevos reconocimientos, en las legislaciones nacionales tanto 

como internacionales en busca de la igualdad de género, sin embargo, la discriminación 

laboral en aquellas mujeres embarazadas o en periodo de lactancia, aún persiste; al 

respecto, Trejo (2017), refiriéndose a la estabilidad laboral manifiesta que los derechos 

laborales protegen más un trabajo libre de discriminación y explotación, en lugar de tener 

un trabajo estable; ya que la estabilidad laboral es un principio que los estados garantizan. 

Varios instrumentos internacionales han sido ratificados por países americanos, en busca 

de proteger los derechos laborales y sociales en que se le impone al estado la obligación 

de proteger la condición económica, mental y física de todas las personas que presentan 

una debilidad con relación a los demás. (Duque, Quintero, & Gónzález, 2016) 

 

 

El convenio N°183 de la Organización Internacional del trabajo acerca de la protección 

de la maternidad en cuanto al trabajo que desarrollan las mujeres, ha diseñado en su 

artículo 9 una obligación especial para los Estados en donde deben adoptar medidas 

apropiadas para garantizar que la maternidad no constituya una causa de discriminación 

en el trabajo, con inclusión del acceso al empleo.  

 

 

En relación a los derechos reconocidos a las mujeres embarazadas y en periodo de 

lactancia, correlativamente en grado igual de importancia tenemos los derechos para la 

protección del Interés superior del niño como lo consagra la Constitución y El Código de 

la Niñez y Adolescencia, se establece que se debe garantizar el respeto de sus derechos 

en un ambiente adecuado, y en caso en que se violente este principio se lo determinará 

como un acto discriminatorio que vulnere los derechos de los menores, ya que se los 

ampara desde su concepción, lo que se liga mucho doctrinalmente con el principio de 
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idoneidad, ya que permite que toda decisión que sea adoptada por el juez, se encuentre 

desarrollada para proteger el principio que pese mas según la legislación pertinente. 

(Buriticá, 2019) 

 

 

Existe una garantía especial para las mujeres trabajadoras que se encuentren embarazadas, 

esta es la prohibición de despedirlas por su condición de gestación, ya que si la institución 

da por terminado el contrato laboral esto le generará efectos psicológicos negativos, 

debido al atentado que sufre no solo a ella, sino también a su familia, vulnerando también 

el principio de tener una vida digna. Es necesario que se le garantice su estabilidad laboral, 

la seguridad de que conservará su lugar de trabajo, y así poder satisfacer sus necesidades, 

sin embargo, toda persona, por el simple hecho de ser, tiene virtudes reconocidas por las 

sociedades modernas en garantizarles sus derechos fundamentales, para servirle a la 

sociedad y ser parte de ella (Mendoza, 2019). 

 

 

2.2.2 DERECHO LABORAL PÚBLICO 

 

En América Latina existió una de las reformas más críticas en los años noventa, cuando 

se impulsaron medidas flexibles para los empleadores, creyéndose que con ello existirían 

más inversiones (Gaussens, 2016), sin embargo, pasado el tiempo esta hipótesis nunca se 

configuró cierta, por lo que tuvieron que volver con las legislaciones anteriores, creando 

mejores condiciones, en la época neoliberal, el sector público, estuvo motivado por 

conflictos debido a la crisis, surgiendo despidos y deudas salariales, ocurriendo un gran 

índice de cambios a la administración estatal (Montes & Ventrici, 2017). 

 

 

El derecho laboral en el Ecuador, presenta diversas anomalías en cuanto a los derechos 

de los trabajadores, a pesar de que ciertos gremios se reúnen para manifestar su 

inconformidad y así puedan ser respetados, porque consideran que no tienen 

contemplaciones de ciertos aspectos relevantes en los instrumentos como la Ley Orgánica 

de Justicia Laboral,  la Ley Orgánica de Servicio Público y demás normativas, aunque en 

comparación con los años anteriores, en la actualidad existen más preceptos jurídicos que 

los protegen, en especial la estabilidad laboral. El sinónimo de la palabra estabilidad, es 
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equilibrio, es decir, debe existir un sistema de contrapesos, en el que se busca la igualdad 

para ambos lados, y esto se ve ejemplado cuando el empleador deberá garantizar el trabajo 

y una remuneración digna, mientras que el trabajador debe hacer un trabajo leal y 

continuo en sus horas laborales (Sandoval & Delacruz, 2019) 

 

 

Es por esto que se ha dado la creación de disposiciones sustantivas en materia laboral 

para que se ampare y proteja a los que realizan este tipo de actividad humana, cuya 

función es ejercer su fuerza de trabajo ya sea física o intelectual para que le sean 

remunerados y puedan subsistir y satisfacer sus necesidades, en la cual surge la 

intervención por parte del Estado para ampararse frente a normativas jurídicas que no 

atenten o violenten sus derechos. En América Latina, a mediados del siglo XX, se 

vivieron grandes cambios, tantos sociales, políticos y económicos, que lograron 

configurar las características laborales de la época presente. (Candia, 2019) 

 

  

Teniendo el empleador público, el deber del Estado de hacer cumplir la normativa, debido 

a que la misma Constitución en el artículo 11 expresa que todos somos iguales ante la ley 

y gozará de los mismos derechos, deberes y oportunidades. Por lo que tanto el empleador 

y el trabajador deberían formar una relación laboral que no perjudique el uno al otro; sin 

embargo, la manifestación del actuar del Estado responde a decisiones políticas. La 

manifestación de las constituciones, tienen su impacto en el fenómeno cultural, es decir, 

la norma se aplica y se interpreta por decisiones políticas, por lo cual su contenido 

material no es necesario, sin embargo, su contenido de principios y derechos, no es algo 

que se proteja como autoevidente, sino que resulta de un proceso histórico. (Bassa, 

Ferrada, & Viera, 2017) 

 

 

2.2.3 SERVIDORES PÚBLICOS 

 

En el artículo 229 de la Constitución de la República del Ecuador, dispone que son 

servidores o servidoras públicas todas las personas que presten  o ejerzan servicios de 

cualquier forma en el sector público, estableciendo que sus derechos son irrenunciables, 

entre ellos se encuentra el poder gozar de una estabilidad laboral, poder gozar de 
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prestaciones legales y de jubilación, que se les restituya el puesto luego que haya 

cumplido con el servicio cívico militar, recibir indemnizaciones por supresiones de 

puestos o por retiro voluntario para acogerse a la jubilación, y en cuanto a sus 

remuneraciones éstas deberán ser justas y equitativas en relación a sus actividades 

laborales, en concordancia con el artículo 4 de la Ley Orgánica de Servicio Público 

(LOSEP). 

 

 

En nuestro país, el servicio público se regulaba por la Ley de Hacienda en el año 1928, 

en su título quinto, el cual señalaba la función, responsabilidad, sueldo y el tipo de 

nombramiento del trabajador, pero luego en el año 1964 se creó la Ley de Servicio Civil 

para que se dé una administración pública adecuada, pero posterior a la consagración de 

la última Constitución se dio inicio  en el año 2010 a una Ley que permitiría abarcar todos 

los derechos y responsabilidades de los servidores públicos siendo a través de la LOSEP. 

 

 

Todas esta normativa jurídica se inició, a partir de las continuas luchas a través de 

marchas y huelgas en el siglo pasado, es por esto que en la Constitución de 1926 surgió 

y reconoció derechos, debido a las necesidades que expresan los trabajadores, lo que 

generó que el empleador otorgue las medidas necesarias para que la relación laboral sea 

eficaz, sin embargo, internacionalmente no era el caso, ya que reconocidos instrumentos 

internacionales como la Declaración de Derechos del Hombre y del Ciudadano, y la 

Declaración Universal de los Derechos Humanos del año 48, la desconocieron a la mujer 

como sujeto de derechos. (Cardona, Carrilo, & Caycedo, 2019)  

 

 

Para Cohello Nuño, los Derechos humanos son un conjunto de instituciones y facultades 

que conforme avanza el tiempo se han ido concretando la dignidad, la libertad y la 

igualdad humana, que necesariamente deben ser reconocidos por el ordenamiento jurídico 

nacional e internacional. (Trujillo & Ávila, 2019) 

 

 

En el caso en estudio, cabe señalar que el empleador es el Estado de aquellos trabajadores 

que ejercen sus actividades laborales en el sector público, siendo la Organización 
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Internacional de Trabajo (OIT), la encomendada para proteger a los servidores públicos 

y así garantizar su seguridad jurídica sin ningún tipo de discriminación o sufrimiento del 

menoscabo, o anulación para el goce de sus derechos, es así, que  posterior existían 

funcionarios con facultades extrajudiciales encargadas de velar por el buen 

funcionamiento de los derechos laborales, en el caso del derecho laboral privado, abrió 

camino mediante la inspección de trabajo, ya que tiene tres etapas simbólicas, la primera 

la división del inspector con el juez, la segunda el reconocimiento internacional del 

inspector en tratados y la tercera las funciones que se le encomienda. (Mendizábal, 2019) 

 

 

Si bien se carecía de normas internacionales de trabajo, la carta internacional americana 

de garantías sociales del año de 1948, se integró a las normas supranacionales de América 

con relación al derecho humano y por demostrar derechos garantistas, se convirtió 

prácticamente en un código internacional del trabajo. (Arese, 2017) 

 

 

A su vez que para ser servidor público, se debe cumplir con los requisitos que establece 

la Ley Orgánica de Servicio Público en el quinto artículo, que consiste en ser mayor de 

edad, no estar en interdicción civil, no adeudar, no estar en estado de insolvencia 

fraudulenta que haya sido declarada judicialmente, y  no estar en algunas de las causales 

de prohibición de cargos públicos, cumplir con preparación académica y demás 

competencias que se requieran, haber sufragado, no estar en mora de pago de créditos del 

sector público y presentar declaración patrimonial juramentada, y finalmente que haya 

sido declarado ganador del concurso de méritos y oposición o a excepciones de aquellos 

que hayan sido electos por elección popular o libre nombramiento y remoción y se debe 

dar cumplimiento a los demás requerimientos que señala la Constitución en el artículo 

231. 

 

 

2.2.4 FORMAS DE VINCULACIÓN LABORAL EN EL SECTOR PÚBLICO 

 

Entre las formas de acceder al servicio del sector público, existen los nombramientos 

permanentes, que se acceden por medio de concursos de méritos y oposición, formando 

parte de la etapa de reclutamiento y selección del personal, para que sean convocados, 
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evaluados, y seleccionados para expedir su nombramiento y posteriormente a su debida 

inducción en este sector público. En donde su calificación será revisada por parámetros, 

y en ningún momento las autoridades nominadoras podrán involucrarse directa o 

subjetivamente, ya que, si surge alguna irregularidad, será considerado nulo el proceso de 

selección. 

 

  

Otra de estas formas es mediante los nombramientos provisionales, aquellos que 

consignan para ocupar, entre ellos tenemos el de aquel servidor al que se le haya 

suspendido sus actividades laborales, hasta que se presente el fallo de la Sala de lo 

Contencioso Administrativo; el lugar de los servidores públicos que poseen licencia sin 

ningún tipo de remuneración, por lo que su nombramiento durará el tiempo acordado en 

la licencia; y el de aquellos servidores en comisión sin remuneración, sin embargo de la 

misma forma, su nombramiento provisional no podrá incrementarse del tiempo que se 

haya plasmado en la comisión; el lugar de quienes tengan una actividad laboral en la 

escala de orden jerárquico superior, y los que hayan sido ascendidos durante su periodo 

de prueba que duró tres meses. 

 

  

La forma de libre nombramiento y remoción, se le define como designaciones que se 

realizan de manera discreta del empleador y que se basa por criterios de méritos de 

aquellas cualidades personales y además de la capacidad profesional, y otros elementos 

que deberán poseer el servidor público, además que dicho cargo se lo considera como el 

otorgamiento de confianza por parte de quien tenga a cargo las responsabilidades, este 

tipo de cargo está dirigido a los que se basan en dirección política, estratégica, o 

administrativas de este sector. Y de periodo fijo, cuando los titulares ejerzan un puesto en 

el servicio público, pero por un tiempo determinado según la normativa. 

  

 

De acuerdo a lo que establece el artículo 58 de la Ley Orgánica de Servicio Público, para 

que exista la suscripción de un contrato de servicio ocasional deberá ser autorizada por la 

autoridad nominadora. Quien cumplirá con la necesidad de poder satisfacer un 

requerimiento institucional, por lo cual es necesario que exista de manera anticipada un 

informe de la Unidad de Administración del Talento Humano en el que se demuestre 
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primero la existencia de una partida presupuestaria y segundo la posibilidad del uso de 

este recurso económico para poder cumplir con este requerimiento. (LOSEP, 2010) 

 

 

En el artículo referido, se evidencia que no se reconoce las facultades otorgadas en los 

ordenamientos en medida a nuestra voluntad por desempeñar una acción, puesto que 

solamente se puede realizar aquello que esté permitido o regulado ya sea en la normativa 

o contrato.  

 

 

Al respecto tenemos que el concepto de la autonomía de la voluntad, llego a una fase de 

crisis, en la que evoluciono a tal punto, en que no es necesaria la simple voluntad, sino de 

además el poder de la persona para autorregularse la facultad contemplada en los 

ordenamientos jurídicos. (Tolosa, 2017) 

 

 

Según se encuentra tipificado en el art. 58 de la LOSEP, los contratos para personal 

ocasional no pueden sobrepasar del 20% de la totalidad de los contratos ocasionales 

suscritos dentro de la institución púbica, en caso de que se requiera superar este porcentaje 

se debe contar con la autorización del Ministerio de Relaciones Labores. Este tipo de 

contrato no debe sobrepasar de 12 meses de duración o hasta que culmine el ejercicio 

fiscal en curso.  

  

 

Para los servidores que hayan suscrito este tipo de contrato no se le considera licencia, 

con relación a estudios regulares o de posgrado dentro de su jornada laboral, porque este 

tipo de contrato por su naturaleza se entiende que no representa ninguna estabilidad 

laboral y tampoco tiene algún derecho sobre la emisión de nombramiento permanente ya 

que este contrato puede darse por terminado en cualquier momento que se ha pactado en 

el mismo. (LOSEP, 2010) 

 

 

Sin embargo, si la trabajadora gestante ha celebrado un contrato de prestación de servicios 

ocasionales y demuestra que en realidad laboraba frente las condiciones de un puesto 
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permanente, esta debería accionar y exigir que se apliquen las reglas que enmarcan un 

contrato a término fijo. (Almanza, Carpintero, & Mercado, 2018) 

  

 

2.2.5 GARANTÍAS JURISDICCIONALES DE LOS DERECHOS PARA 

TUTELAR LA VIGENCIA DEL DERECHO A LA ESTABILIDAD LABORAL 

DE LAS MUJERES EMBARAZADAS EN INSTITUCIONES PÚBLICAS. 

 

El nacimiento de las garantías jurisdiccionales, surge por medio del derecho 

constitucional, apareciendo en la Constitución ecuatoriana en el año de 1998, a pesar de 

que no existían todas las garantías constitucionales que se encuentran plasmadas en la 

actualidad a través de la Constitución del 2008. Cabe recalcar con ello que el poder de la 

Constitución, es significativa con el principio o idea de supremacía constitucional, ya que, 

si la Constitución no es tomada y aplicada por el juez, es inútil considerarla como norma 

superior con relación a las demás. (Alvarado & Silva, 2020) 

 

 

Las garantías Jurisdiccionales se encuentran consagradas en la Constitución de la 

República del Ecuador y su desarrollo en la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales 

de los Derechos y Control Constitucional, en donde se especifica la utilización correcta 

de estos instrumentos jurídicos, sus definiciones y además los requisitos que se tienen que 

cumplir para que sea declarada procedente dicha garantía. 

 

 

Son consideradas como herramientas normativas para la aplicabilidad de los derechos 

reconocidos en la Constitución y para que sean ejercidas en cualquier circunstancia en 

que se encuentren vulnerados o transgredidos tales derechos, por lo que estas actuaran de 

manera eficaz y rápida para garantizar a través de sus acciones el amparo del mismo. 

  

 

Teniendo como finalidad, que todas las actividades realizadas por las personas se basen 

en la adecuación del derecho y en la búsqueda de la equidad en cuanto a la justicia, para 

brindar protección a los derechos que se encuentran plasmados en nuestra Constitución, 

normativas, reglamentos y demás ordenanzas; o para la mitigación o reparación del 
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derecho estipulado, desde este punto de vista, existen normas con relación al derecho al 

trabajo y las necesidades que tiene la administración pública que si son susceptibles de 

ser resueltas por la vía judicial. (Vergara Mesa, 2015) 

 

 

 2.2.5.1 ACCIÓN DE PROTECCIÓN 

 

La doctrina española manifiesta que el recurso de protección contempla con todos los 

requisitos para pertenecer a la figura como una acción cautelar, ya que son elementos que 

buscan remediar una situación conflictiva dentro un sistema judicial (Leturia, 2018). En 

el artículo 6 de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional 

establece como la finalidad de esta garantía, la protección eficaz e inmediata de los 

derechos reconocidos tanto en la Constitución de la República del Ecuador como en los 

instrumentos internacionales de derechos humanos, en el que se evita la violación de uno 

o varios derechos y de la misma forma busca la reparación de los daños ocasionados. 

 

  

En el artículo 7 del mismo cuerpo legal, antes referido, nos manifiesta que podrá ser 

competente cualquier juez de primera instancia en el lugar donde se ha originado el acto 

o la omisión en el que precisamente se haya producido la vulneración de los derechos, en 

el caso que existan más de un juez que sea competente, la demanda se sorteará entre todos 

ellos. Este sorteo deberá ser de manera adecuada preferente y de carácter inmediato. 

 

  

Todas las garantías jurisdiccionales tienen normas comunes y establecen entre ellas las 

más importantes para este procedimiento, que deberá ser rápido sencillo y eficaz; de igual 

forma serán hábiles todos los días y las horas; no será necesario el patrocinio de un 

abogado para proponer la acción, la apelación, entre otras. 

 

 

El artículo 39 de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional, 

en adelante LOGJCC, manifiesta el objeto de la Acción de Protección estableciendo que 

presenta el amparo directo y eficaz de los derechos reconocidos en la Constitución y 

Tratados Internacionales sobre Derechos Humanos los mismos que no se encuentren 
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amparados bajo acciones de habeas corpus, habeas data, por incumplimiento de acceso a 

la información pública, Acción Extraordinaria de Protección y contra decisiones de 

justicia indígena. 

  

 

En el artículo 40 del mismo cuerpo normativo señala cuáles son los requisitos para 

presentar una acción de protección: el primero la violación de un derecho constitucional; 

el segundo acción u omisión de una autoridad pública o de algún particular y por tercero 

la inexistencia de otro mecanismo que exista en la defensa judicial que sea adecuado y 

eficaz para proteger el derecho que haya sido vulnerado. 

 

 

2.2.5.2 ACCIÓN EXTRAORDINARIA DE PROTECCIÓN 

 

La constitución de la República del Ecuador del año 2008, en su artículo 94 ha diseñado 

a la Acción Extraordinaria de Protección, la que procederá contra sentencias o autos 

definitivos en los que se haya violado o violentado por acción u omisión algún derecho 

reconocido en la Constitución, interponiéndose ante la Corte Constitucional. Esta Acción 

solo se interpondrá cuando se hayan agotado los demás recursos tanto ordinarios como 

extraordinarios en concordancia con los términos legales previstos en la normativa. Como 

el recurso de casación, el cual busca siempre perfeccionar la tutela del ius constitutionis, 

para evitar que el tribunal constitucional colapsara con muchos requerimientos. 

(Larroucau, 2019) 

 

 

De la misma forma en el artículo 58 de la LOGJCC, se encuentra estipulado el objeto de 

la Acción Extraordinaria de Protección, en efecto señala la protección de los derechos 

constitucionales y de manera especial, la tutela efectiva y el debido proceso en sentencias, 

auto definitivos y en resoluciones con fuerza de sentencia, siempre y cuando se determine 

la vulneración de un derecho o más reconocidos en la CRE. 

  

 

El artículo 437 de la CRE, tipifica que los ciudadanos, ya sea de forma individual o 

colectiva, podrían presentar una Acción Extraordinaria de Protección, sin embargo, es en 
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el artículo 62 de la LOGJCC que se establecen las reglas procesales para la aplicación de 

esta acción y empieza a denominarlo como recurso. 

  

 

Es importante aclarar la confusión existente entre recurso y acción, puesto que, en el 

derecho procesal, una acción significa dar inicio a un nuevo proceso, mientras que un 

recurso significa que estará inmerso dentro de un proceso. 

 

 

Se concluye que la Acción Extraordinaria de Protección es una acción, debido a que como 

lo tipifica el art. 58 de la LOGJCC el objeto del mismo es la protección de los derechos 

constitucionales, busca prevalecer que la administración de justicia haya actuado 

conforme a la normativa, si es que se tutelaron o no los derechos fundamentales, y además 

si el debido proceso estuvo impuesto como uno de los principios rectores más eficaces 

dentro de las causas, siempre apegados a la seguridad jurídica. Al respecto, David 

Cordero Heredia, en su artículo, La acción extraordinaria de protección: ¿acción o 

recurso?, concluye que: 

 

 

La Acción Extraordinaria de Protección es una acción y no un recurso, ya que 

conoce de una situación diferente a las de la jurisdicción ordinaria, no conoce el 

fondo de lo que se discutió, sino si la administración de justicia no tuteló los 

derechos fundamentales o violó el derecho al debido proceso. (Cordero, s.f.) 

 

 

2.2.5.3 LA REPARACIÓN INTEGRAL EN LA ACCIÓN DE PROTECCIÓN 

 

Henao (2015), define al daño como una lesión ocasionada de un interés licito, o al menos 

no contrario y permitido al derecho, y además que dicha lesión ocasionada puede ser 

presentada por un interés pecuniario. En los artículos 18 y 19 de la LOGJCC, señalan que 

en el caso que se resuelva que efectivamente ha existido vulneración de derechos, se 

ordenará de manera inmediata la reparación del daño, ya sea material o inmaterial, esta 

reparación busca que el titular del derecho violentado goce y disfrute de sus derechos de 

la manera más adecuada y posible para que se restablezca a su estado inicial. 
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La reparación de los derechos constitucionales, incluye entre varias formas, en la 

restitución del derecho, la compensación económica o patrimonial, la rehabilitación, 

garantías de que no vuelva a existir un hecho similar, la satisfacción, la obligación que se 

le remitirá a la autoridad competente para las respectivas investigaciones, sanciones, 

disculpas públicas, medidas de reconocimiento, prestación de servicios públicos y además 

atención de salud. 

  

 

En el artículo 86 de la Constitución de la República del Ecuador, se tipifica que las 

garantías jurisdiccionales, deberán determinar si existió o no la vulneración de derechos, 

de qué forma se reparan los daños ocasionados y cuáles serán las autoridades responsables 

para que se ejecute. La Convención Americana sobre Derechos Humanos y la Corte 

Interamericana de Derechos Humanos, señala también que todas estas garantías y 

reparaciones deben cumplir con tres características, las cuales son: rápidas, sencillas y 

efectivas. 

 

 

2.2.6 TIPOS DE SENTENCIA QUE EMITE LA CORTE CONSTITUCIONAL 

 

Los tipos de sentencias emitidas por la corte constitucional son sentencias simples, 

unilaterales y bilaterales.  Las sentencias simples o también denominadas como comunes 

o tradicionales, son las más utilizadas por la Corte Constitucional, y no son analizadas de 

manera específica o en su fondo, al no ser consideradas de gran importancia en la 

normativa jurídica. 

 

 

Las sentencias unilaterales, surgen cuando el órgano constitucional de manera directa se 

enfrenta a la problemática de la inconstitucionalidad de acuerdo a la ley, generando una 

respuesta a través de la emisión de la sentencia sin que se acuda al legislador; este tipo de 

sentencias se sub-clasifican en interpretativas y manipulativas.  
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En las primeras intervienen las sentencias interpretativas admisorias, que consisten en 

condenar a una específica interpretación y desestimatoria, cuando se desestime el 

cuestionamiento sobre la inconstitucionalidad basada en los preceptos de la Constitución; 

mientras que en las sentencias manipulativas surgen las aditivas, conocidas también como 

integradoras, ya que tienen como finalidad hacer constitucional un precepto legal, por lo 

que se le agrega algo, esta se evidencia en algunos casos en que se presente un vació 

jurídico o al momento de integrar a alguien que ha sido descartado de forma 

inconstitucional de acuerdo a la circunstancia legal, las sustractivas, cuando en el precepto 

legal se encuentre contrario a las normas constitucionales;  y las sustitutivas, cuando el 

legislador ha señalado algo, pero de manera constitucional debió manifestar otra, en este 

tipo de sentencias los tribunales constitucionales, no se limitan a declarar la 

constitucionalidad o inconstitucionalidad de una norma sino que aportan una regulación 

nueva, distinta a la prevista por el legislador (Fuenmayor, 2008) 

 

 

Y finalmente se encuentran las sentencias bilaterales, que radican cuando el órgano 

constitucional no haya reparado la inconstitucionalidad de manera específica, si no que 

requiere del legislativo para realizarlo. 

 

 

3. CAPÍTULO III: PROCESO METODOLÓGICO  

 

En el presente capitulo se desarrollarán los métodos y procedimientos que se han utilizado 

para el progreso de la investigación, permitiendo otorgar los lineamientos o mecanismos 

indispensables para determinar los medios necesarios en la elaboración de esta temática, 

siendo considerada como el efecto de la aplicación, sea esta de manera sistematizada o 

lógica de aquellas fundamentaciones que fueron abarcadas en el marco teórico. 

 

 

3.1 DISEÑO O TRADICIÓN DE LA INVESTIGACIÓN 

 

Al comenzar con la utilización de los métodos investigación importante determinar las 

conceptualizaciones restrictivas de los procedimientos metodológicos esta investigación 

es por esta razón la metodología se la Define como la guía que permite analizar o estudiar 
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sobre específico lo que permite conocer y fundamentar de manera lógica la problemática 

que se evidencia. 

 

 

El método científico forma parte de un conjunto de procesos que contribuyen a elaborar 

el desarrollo de la investigación de manera científica lo que conlleva a conocer la realidad 

de su naturaleza, con el fin de identificar las correlaciones que la constituyen, teniendo 

objetivos que dan resultados con veracidad y sustentación en cuanto a la ciencia que se 

ha establecido. 

 

 

Siendo necesario identificar las etapas  se debe seguir el método científico entre ellas: a 

través de la observación para  recolectar información sobre el objeto que se estudia,  lo 

que conlleva a realizarnos preguntas para determinar la problemática científica qué no 

ha  sido resuelta, conllevando a desarrollar suposiciones sobre cómo lograr solucionar la 

problemática a través del desarrollo de hipótesis,  Y por último qué consiste en conocer 

la verdad a través del desarrollo de sustentos, argumentaciones e informaciones que nos 

permitirá comprobar la investigación que se ha realizado. 

 

 

3.1.1 Aspectos generales 

 

Para la elaboración del presente trabajo de Titulación se ha aplicado el método deductivo, 

analítico-sintético, descriptivo y exegético, haciendo uso también de la técnica entrevista.  

 

 

3.1.2 Tipo de investigación 

 

Se ha aplicado la investigación cualitativa, a través de la selección del estudio de caso, 

realizando búsquedas de información bibliográfica y documental.  
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3.1.3 Estructura metodológica. 

 

En base a los métodos generales se ha utilizado el método deductivo, y dentro de los 

métodos particulares se ha seleccionado el método analítico-sintético y exegético. 

 

 

3.1.4 Modalidad de investigación 

 

La investigación respectiva se la considera como pura y determinada, porque se ha 

realizado la selección y el análisis de aquella información recopilada para el desarrollo 

del trabajo de titulación. 

 

 

3.1.5 Nivel o tipo de investigación. 

 

El tipo de investigación utilizado en este estudio de caso, es el documental, ya que se lo 

elaboró con todo tipo de documentos jurídicos, desde textos normativos, la doctrina y la 

jurisprudencia, además del método analítico, ya que en base a nuestros criterios hemos 

emitido la debida justificación de todas las instancias por las cuales la Acción de 

Protección No. 0028-2011-EP precautelaba derechos laborales y por medio de la 

sentencia No. 309-16-SEP-CC expedida por la Corte Constitucional, en sentencia aditiva, 

se modificó la Ley Orgánica de Servicio Público. 

 

 

3.1.6 Técnicas a utilizar  

 

La técnica de investigación que ha sido empleada en el presente estudio de caso es la 

siguiente: 

 

 

Entrevista:  

 

Esta técnica se basa en el diálogo de dos o más personas sobre un tema determinado, para 

efectos de esta investigación está dirigida a profesionales de derechos, jueces y abogados 
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en libre ejercicio. Estas entrevistas tienen como finalidad ampliar todos los conocimientos 

posibles sobre el tema principal para la obtención de datos fidedignos dirigidos a cada 

uno de los objetivos que fueron planteados anteriormente. 

 

 

3.2 PROCESO DE RECOLECCIÓN DE DATOS EN LA INVESTIGACIÓN 

 

En el proceso de recolección de datos para la presente investigación, se lo realizó con un 

universo de 5 personas, todos profesionales de derecho, que tienen conocimientos claros 

sobre la temática de este estudio de caso. 

 

Juez de la Unidad Judicial de Trabajo del cantón Machala. 

 

Entrevistado 1: Dr. Ernesto Castillo Yange 

 

Abogados en libre ejercicio, especializados en derecho constitucional laboral. 

 

Entrevistado 2: Ab. Carolina Rosales Zumba 

 

Entrevistado 3: Dr. Guido Peña Armijos. 

 

Entrevistado 4: Ab. Alexandra Vallejo Campoverde  

 

Entrevistado 5: Ab. Víctor Loja. 

 

  

3.3 SISTEMA DE CATEGORIZACIÓN EN EL ANÁLISIS DE LOS DATOS.  

 

El diseño de nuestro estudio de caso, se inicia con la preocupación apriori, respecto a la 

estabilidad laboral de funcionarios públicos vinculados bajo la modalidad contractual de 

servicios ocasionales, activados en Acción de Protección y luego en Acción 

Extraordinaria de Protección donde la Corte Constitucional, sentencia la vulneración de 

derechos laborales por un contrato ocasional suscrito por una mujer embarazada. 
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Para elaborar el marco teórico, se recolectaron todas las fuentes y referencias 

bibliográficas apoyándonos en revistas científicas, Jurisprudencia, la Constitución de la 

República del Ecuador, la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control 

Constitucional, Ley Orgánica de Servicio Público, entre otras; que permitieron desarrollar 

la presente investigación. 

 

 

4. CAPITULO IV: RESULTADO DE LA INVESTIGACIÓN. 

 

Como resultado de la investigación, se ha cumplido con la planificación del proceso 

investigativo, arrojando un resultado positivo con relación a los objetivos generales y 

específicos, dando como resultados, lo que se expondrá a continuación. 

 

 

4.1 DESCRIPCIÓN Y ARGUMENTACIÓN TEÓRICA DE RESULTADOS 

 

 

El Estado Ecuatoriano tiene como deber fundamental proteger los derechos de los 

ciudadanos, por lo tanto, es el guardián de que no existan vulneraciones de derechos 

reconocidos en la constitución, en el sector público y privado, por ende, tienen que ajustar 

el desempeño a la normativa vigente, sin vulnerar las garantías y principios 

constitucionales a favor de las mujeres embarazadas o en estado de lactancia. 

 

 

En el sector público, el empleador es el Estado, y por ende cualquier conflicto de acción 

u omisión debe resolver por la vía administrativa, sin embargo, el estudio de este caso 

inicia automáticamente por la vía judicial mediante una acción de garantías 

jurisdiccionales como es la Acción de Protección, la misma que tiene como objeto brindar 

auxilio rápido y eficaz para evitar la vulneración de derechos. 

 

 

En cambio, en la justicia ordinaria, tenemos como último recurso en el ordenamiento 

jurídico ecuatoriano al recurso extraordinario de casación, mientras que en la justicia 
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constitucional tenemos a la Acción Extraordinaria de Protección, la misma que se encarga 

de proteger los derechos de las partes intervinientes, en caso de existir alguna vulneración 

a los derechos reconocidos en la constitución, especialmente a los derechos de protección, 

debido proceso y a la defensa.  

 

 

Una vez que se ha comprobado la vulneración de derecho, el juzgador o tribunal 

competente conocedora de la causa, deberá resolver también la respectiva reparación 

integral, la legislación ecuatoriana concibe diversas formas para el resarcimiento de 

derechos, como la compensación económica, la restitución del derecho vulnerado, la 

rehabilitación física como psicológica, sanciones y hasta disculpas públicas. 

 

 

En base a todos los objetivos planteados y los temas desarrollados con anticipación, se 

utilizó la técnica de las entrevistas a profesionales de derecho, que mediante sus 

respuestas y argumentaciones se puede inferir lo siguiente: 

 

 

Los profesionales de derecho especializados en Derecho Laboral a quienes se entrevistó 

para el desarrollo de este trabajo, de manera unánime coincidieron que de cierta forma las 

instituciones que pertenecen al sector público no cumplen con el respeto a los porcentajes 

de los contratos de los servicios ocasionales, esto ha sido una práctica mal habida, ya sea 

por desconocimiento o irresponsabilidad se contratan personas que conlleva que el Estado 

caiga en omisiones legales, esto se debe por cuanto ahora ya no se hacen estudios técnicos 

para saber que empleado es necesario o no. El Estado no cumple con el porcentaje del 

20%, que hace referencia al artículo 58 en cuanto a la contratación de los servicios 

ocasionales.  

 

 

Según el Juez de la Unidad Judicial de Trabajo entrevistado manifestó que la 

Organización Internacional del Trabajo ha dicho que el estado de embarazo no es una 

enfermedad y segundo que los Estados deberían aplicar políticas serias y afirmativas y 

objetivas al respecto del cuidado y protección de garantías que deberían tener una mujer 

en estado de gestación o lactancia. 
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Otro de los entrevistados manifestó, que la Constitución del 2008 pone a la mujer en el 

grupo de personas vulnerables y que el Estado debe proteger aún más, por consecuencia 

de ello surgió esta institución jurídica del despido ineficaz, que ayuda a la mujer en el 

sector privado que no sea despedida y pueda reintegrarse u obtener una indemnización 

más fuerte que la normal, mientras que en el ámbito público si respaldan los contratos 

ocasionales que también se los utiliza en los nombramientos provisionales, la respaldan 

en si al momento de modificar la Ley Orgánica de Servicio Público. 

 

 

Desde el punto de vista y experiencia del Juez de la Unidad Judicial de Trabajo, un 

contrato ocasional tiene su propia naturaleza jurídica y está sujeto a un plazo, el tema se 

da cuando es repetitivo, inclusive está prohibido generar más de 2 contratos ocasionales 

con la misma persona, pese a ello, el Estado lo sigue haciendo, no se busca una alternativa 

legal que permita un contrato definitivo o se abra un concurso de mérito y oposición. 

Debiendo ponerse especial atención en el caso de una mujer embarazada.  

 

 

Desde la perspectiva del docente universitario de la cátedra de derecho laboral, resaltó 

que en el Código de Trabajo se hace mención que está prohibido su despido, existen 

garantías e indemnizaciones que son mucho mejor que las que contemplan o se dan en el 

sector público. 

 

 

El Juez de la Unidad Judicial de Trabajo menciona que en décadas anteriores había un 

absoluto criterio arraigado y machista, la mujer solo conocía un mundo que era obedecer 

al hombre. La mujer no descubre el derecho, siempre lo tuvo, solo que ahora está 

ampliando sus horizontes, comenzar a dominar y prepararse y de una forma conseguir 

puestos importantes, aún hace falta llegar a la igualdad por completo, sin embargo, es 

necesario que nadie sea discriminado. Algunas instituciones públicas no la respetan e 

incluso se considera que no se encuentran capacitados, violentando aún más sus derechos. 
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4.2    CONCLUSIONES 

 

 Los derechos laborales han sido una constante exigencia de parte de los 

trabajadores organizados o no, sus reivindicaciones generalmente han estado 

sustentadas en Tratados y Convenios Internacionales, siendo esta la forma en que 

los Estados han decidido incorporar en las legislaciones nacionales derechos 

subjetivos e irrenunciables de carácter laboral, en el caso del Ecuador mediante la 

Constitución de la República del año 2008 se reconoció un amplio catálogo de 

Derechos, ubicándose dentro del eje de los derechos del Buen Vivir, los derechos 

laborales de manera general y en el eje de los derechos de atención prioritaria, los 

derechos laborales de la mujer embarazada, los mismos que se encuentran 

desarrollados en la Ley Orgánica de Servicio Público.  

 

 A las mujeres en estado de gestación y/o de lactancia, se les reconoce en la 

Constitución de la República del Ecuador, además de los derechos de atención 

prioritaria, los denominados derechos reproductivos de las personas trabajadoras, 

previstos en el art. 332 de la Constitución, en donde se tipifica “ (…) Se  prohíbe  

el  despido  de  la  mujer  trabajadora  asociado  a  su  condición  de  gestación  y  

maternidad, así como la discriminación vinculada con los roles reproductivos.” 

(CONSTITUCIÓN DE LA REPÚBLICA DEL ECUADOR, 2008) ; de lo antes 

transcrito, queda establecido como obligación del Estado garantizar el respeto de 

tales derechos.  

 

 Como consecuencia del estudio realizado en el presente caso, se puede concluir 

que los Jueces de la Justicia Ordinaria, asumiendo las competencias en materia 

Constitucional, al conocer la Acción de Protección, en primera instancia se 

reconoció la vulneración de derechos constitucionales de la mujer embarazada al 

declararse la terminación unilateral de un contrato ocasional renovado varias 

veces dentro de una institución pública, mientras que los Jueces de segunda 

instancia, revocaron la sentencia de primera instancia, razonaron de que no existía 

vulneración de derechos constitucionales e inadmitieron la Acción de Protección; 

obligando a la afectada Evelyn Naranjo, a acudir a la Justicia Constitucional a 

través de la Acción Extraordinaria de Protección, sustanciada en la Corte 
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Constitucional, en la que se reconoció la vulneración de derechos y la reforma del 

artículo 58 de la Ley Orgánica de Servicio Público, para garantizar a las mujeres 

en estado de embarazo o lactancia su estabilidad, a fin de evitar que cualquier 

mujer que se encuentren en las misma condiciones, vuelva a atravesar por lo 

mismo, emitiendo una sentencia aditiva. 

 

 Finalmente se concluye, que el Estado ecuatoriano sí reconoce de forma clara y 

contundente, la protección de los derechos de las mujeres en estado de embarazo 

o lactancia, sin embargo, pese a ello, se produce la vulneración de sus derechos; 

que generalmente ocurre como consecuencia de la vulneración de la norma 

expresa, y no acatamiento de la misma. 

 

 Como queda establecido, existen mecanismos y garantías idóneas de reparación, 

tanto en la justicia ordinaria a través de las garantías jurisdiccionales de derechos 

y en la justicia constitucional, a través de la Acción Extraordinaria de Protección 

que ha quedado demostrado en el presente caso, aunque no deberían existir 

vulneraciones de garantías y derechos concedidos a los grupos de atención 

prioritaria. 

 

 

4.2    RECOMENDACIONES 

 

 Es necesario que se desarrolle una normativa que permita establecer las 

consecuencias jurídicas que generaría el hecho de celebrarse repetidamente 

contratos ocasionales a efectos de evitar la vulneración de la estabilidad laboral 

especialmente a las mujeres en estado de embarazo. 
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